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(Comunicaciones)

CONSEJO

POSICIÓN COMÚN (CE) No 21/2001

aprobada por el Consejo el 31 de mayo de 2001

con vistas a la adopción del Reglamento (CE) no . . ./2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de
. . ., relativo a las acciones contra las minas terrestres antipersonas en los países en desarrollo

(2001/C 213/01)

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO
DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en
particular, el apartado 1 de su artículo 179,

Vista la propuesta de la Comisión (1),

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo
251 del Tratado (2),

Considerando lo siguiente:

(1) La Comunidad Europea estÆ preocupada por la presencia
de minas terrestres antipersonas y otros artefactos sin
explotar en zonas en que las comunidades civiles estÆn
intentando recuperarse de conflictos armados.

(2) Las minas terrestres antipersonas provocan sufrimientos y
víctimas, particularmente en las regiones mÆs pobres del
mundo, y constituyen un grave obstÆculo para el desarro-
llo económico, impiden el retorno de los refugiados y las
personas desplazadas y obstaculizan las operaciones de
ayuda humanitaria, la reconstrucción y la rehabilitación
y el restablecimiento de unas condiciones sociales norma-
les.

(3) La Comunidad estÆ decidida a contribuir plenamente al
objetivo de la eliminación total de las minas terrestres
antipersonas en todo el mundo durante los próximos
aæos.

(4) La Comunidad Europea y sus Estados miembros han apor-
tado la mayor contribución al amplio esfuerzo internacio-
nal para hacer frente a la tragedia de las minas terrestres
antipersonas.

(5) La acción para conseguir la total eliminación de las minas
terrestres antipersonas estÆ todavía en sus primeras etapas,
por lo que la Comunidad habrÆ de mantener una actitud
decidida de liderazgo hasta que se logre plenamente ese
objetivo.

(6) El presente Reglamento es una respuesta directa a la Con-
vención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento,

producción y transferencia de minas antipersonas y sobre
su destrucción (Convención de Ottawa).

(7) En consecuencia, la ayuda financiera debe, en primer lu-
gar, beneficiar a aquellos países en desarrollo que se han
comprometido en la lucha contra las minas terrestres an-
tipersonas y son parte en la Convención de Ottawa.

(8) La acción comunitaria contra las minas constituye a me-
nudo una parte integrante de las actividades de ayuda
humanitaria, rehabilitación, reconstrucción o desarrollo,
siendo a la vez una actividad distinta y especializada,
que responde a prioridades, necesidades operativas e im-
perativos políticos definidos.

(9) Como parte de esas actividades, así como en el caso de
programas marco para la investigación y el desarrollo de
tecnología relativa a la acción antiminas, seguirÆn finan-
ciÆndose acciones nuevas o ya existentes con cargo a
líneas presupuestarias específicas, apoyadas, complementa-
das y coordinadas en virtud del presente Reglamento, se-
gœn convenga.

(10) Para que la Comunidad pueda contribuir de manera efec-
tiva a las acciones preventivas relativas a las minas, serÆ
necesario que la Comunidad lleve a cabo acciones para
destruir las reservas de minas terrestres antipersonas,
junto con operaciones para destruir las minas terrestres
antipersonas instaladas.

(11) Se debe intensificar la investigación científica con objeto
de desarrollar tØcnicas para facilitar la detección de minas
y la posibilidad de identificar con mayor precisión las
zonas afectadas.

(12) La Comunidad tiene que estar en condiciones de cercio-
rarse de que la retirada de minas que haya financiado ha
sido efectiva y, para ello, debe emplear los medios tØcnicos
apropiados, incluida, cuando sea necesario, la tecnología
militar.

(13) El presente Reglamento se concibe para servir de base a
un enfoque coherente y eficaz de la acción antiminas de la
Comunidad en los países en desarrollo, presentando una
estrategia integradora, en estrecha coordinación entre la
Comisión, los Estados miembros y la comunidad interna-
cional en todas las fases de las acciones antiminas.
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(14) Este criterio no debe impedir que la Comunidad responda
a las urgencias de carÆcter humanitario siempre que se
presenten.

(15) Es necesario garantizar que estas acciones sean coherentes
con el conjunto de la política exterior de la Unión Euro-
pea, incluida la política exterior y de seguridad comœn.

(16) Las medidas necesarias para la ejecución del presente Re-
glamento deben aprobarse con arreglo a la Decisión
1999/468/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, por
la que se establecen los procedimientos para el ejercicio de
las competencias de ejecución atribuidas a la Comisión (1).

(17) El problema de las minas terrestres antipersonas, debido a
su carÆcter de amenaza para la vida y su extensión por
todo el mundo, requiere unos procedimientos de toma de
decisiones eficaces, flexibles y, siempre que sea necesario,
rÆpidos, para la financiación de las acciones comunitarias.

(18) El presente Reglamento establece, para todo su período de
vigencia, un marco financiero que, con arreglo al punto
33 del Acuerdo interinstitucional, de 6 de mayo de 1999,
entre el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión
sobre la disciplina presupuestaria y la mejora del proce-
dimiento presupuestario (2), constituirÆ la referencia privi-
legiada para la Autoridad Presupuestaria.

(19) La Comunidad debe garantizar la mÆxima transparencia
en la ejecución de la asistencia financiera y unos controles
estrictos en la utilización de los crØditos.

(20) La protección de los intereses financieros comunitarios así
como la lucha contra el fraude y las irregularidades son
parte integrante del presente Reglamento.

HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

1. El presente Reglamento establece unos procedimientos
para la ejecución de las operaciones comunitarias contra las
minas terrestres antipersonas en el marco de la política comu-
nitaria de cooperación al desarrollo, a la vez que propone, con
carÆcter humanitario, una estrategia coherente de retirada de
minas que responda a los objetivos de la Convención sobre la
prohibición del empleo, almacenamiento, producción y trasfe-
rencia de minas antipersonas y sobre su destrucción (en lo
sucesivo denominada «la Convención de Ottawa»).

2. Las operaciones a que hace referencia el presente Regla-
mento se aplicarÆn en el territorio de los países en desarrollo o
deberÆn estar directamente relacionadas con situaciones que
surjan en los países en desarrollo, en particular en los mÆs
vulnerables y en los que se estÆn recuperando tras un conflicto.

Las acciones antiminas deberÆn integrarse en todas las estrate-
gias por país destinadas a aquellos países en desarrollo que
sufren las consecuencias de las minas antipersonas.

Artículo 2

1. El objetivo de la acción comunitaria ejecutada en virtud
del presente Reglamento serÆ ayudar a que los países que so-
portan las consecuencias de las minas terrestres antipersonas
creen las condiciones necesarias para su desarrollo económico
y social, mediante:

a) la prestación de asistencia para la elaboración, el control y
la aplicación de una estrategia civil de la acción antiminas;

b) la asistencia a los países afectados en el cumplimiento de sus
obligaciones derivadas de la Convención de Ottawa;

c) la creación y el mantenimiento de estructuras internaciona-
les y capacidades locales en los países afectados para llevar a
cabo las acciones de lucha antiminas con el mÆximo de
efectividad;

d) la respuesta ante las urgencias de carÆcter humanitario, la
prevención de accidentes y la ayuda a la rehabilitación de
las víctimas de las minas;

e) el apoyo a la realización de ensayos en el país y la puesta en
uso operativo de equipos y tØcnicas adecuados para la lucha
antiminas;

f) la promoción de la coordinación con los usuarios finales de
los equipos de retirada de minas en las primeras fases de la
investigación y el apoyo a la utilización de esas tecnologías
en los países mÆs pobres de los afectados por las minas;

g) la promoción de las acciones de retirada de minas mÆs
compatibles con el entorno local y coherentes con el desa-
rrollo sostenible de la región afectada;

h) el respaldo de la coordinación de los que participan en las
acciones antiminas en el Æmbito internacional.

2. Entre las operaciones que se podrÆn financiar en virtud
del presente Reglamento se incluyen todas las actividades rela-
cionadas con la acción contra las minas terrestres antipersonas
que contribuyan a alcanzar objetivos necesarios para el desa-
rrollo económico y social, y entre otras:

a) la educación destinada a la toma de conciencia sobre el
problema de las minas;

b) la formación de personal especializado;
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c) la inspección y seæalización de zonas sospechosas;

d) la detección e identificación de minas terrestres antiperso-
nas;

e) la retirada de minas conforme a normas humanitarias y la
destrucción de minas terrestres antipersonas instaladas y,
junto con ello, destrucción de las reservas acumuladas de
minas terrestres antipersonas;

f) la asistencia a las víctimas, la rehabilitación y reintegración
socioeconómica de las víctimas de las minas;

g) la gestión de la información, incluidos los sistemas de in-
formación geogrÆfica;

h) otras actividades que contribuyan a reducir las repercusio-
nes desde el punto de vista humano, económico y me-
dioambiental de las minas terrestres antipersonas.

3. En el contexto del apartado 2, se concederÆ una atención
específica a operaciones en los países mÆs afectados por el
problema de las minas, en los que las minas terrestres antiper-
sonas o, en combinación con las mismas, otros artefactos sin
explotar causan muchas víctimas civiles o donde la presencia
real o presunta de esos artefactos es un obstÆculo importante
para la restauración de la actividad económica y social o para
el desarrollo y, por lo tanto, requiere un compromiso específico
a largo plazo que no pueden proporcionar la ayuda humani-
taria de urgencia o la ayuda a la reconstrucción.

4. Para conseguir coherencia, complementariedad y sinergia
en los programas de cooperación regional y en el contexto de
los proyectos de ayuda humanitaria, rehabilitación, reconstruc-
ción y desarrollo, las acciones antiminas que puedan finan-
ciarse dentro del marco de cualquiera de esos programas o
proyectos seguirÆn financiÆndose con cargo a la línea presu-
puestaria correspondiente a la financiación de la intervención
principal. Siempre que sea necesario, esas acciones podrÆn
complementarse o apoyarse mediante acciones antiminas finan-
ciadas en virtud del presente Reglamento.

Artículo 3

Las operaciones financiadas conforme al presente Reglamento
deberÆn beneficiar, en principio, a aquellos países que se han
comprometido en la lucha contra las minas terrestres antiper-
sonas y que son parte en la Convención de Ottawa. PodrÆn
establecerse excepciones en caso de urgencia humanitaria, para
ayudar a las víctimas de las minas y en operaciones de ayuda
directa a comunidades civiles vulnerables, como refugiados y
desplazados, o en casos en los que la administración nacional
sea ineficaz.

Artículo 4

1. PodrÆn optar a la ayuda financiera conforme al presente
Reglamento los organismos regionales e internacionales, las
organizaciones no gubernamentales (ONG), los gobiernos na-

cionales, regionales y locales, sus departamentos y organismos,
y los institutos y agentes pœblicos y privados que dispongan de
los conocimientos especializados y la experiencia adecuados.

2. La participación en las licitaciones y la adjudicación de
contratos estarÆ abierta en igualdad de condiciones a personas
físicas y jurídicas de los Estados miembros y del país intere-
sado. En casos excepcionales que estØn plenamente justificados
la participación podrÆ hacerse extensiva a terceros países.

3. Las empresas y otras organizaciones que liciten para la
adjudicación de los contratos deberÆn demostrar que aplican
una política de operaciones que no pone indebidamente en
peligro a sus empleados, y que dicha política estÆ respaldada
por una política adecuada de seguro de accidentes y de res-
ponsabilidad civil para sus empleados.

Artículo 5

1. Los fondos comunitarios en virtud del presente Regla-
mento se utilizarÆn para financiar asistencia tØcnica, formación,
dotación de personal y otros servicios relacionados con la lucha
antiminas; ensayos de equipo y tØcnicas; apoyo logístico, ad-
quisiciones, suministro y almacenamiento de cualquier tipo de
equipo, suministros y obras necesarios para la ejecución de las
acciones antiminas; estudios y congresos y todo tipo de medi-
das que sirvan para reforzar la coordinación internacional en la
lucha contra las minas; misiones de evaluación y control; y
actividades para aumentar la concienciación de los ciudadanos.
Se financiarÆn asimismo los costes resultantes de poner de
relieve la procedencia comunitaria de la ayuda.

2. La financiación de la Comunidad con arreglo al presente
Reglamento adoptarÆ la forma de subvenciones.

3. Si las operaciones son objeto de acuerdos financieros
entre la Comunidad y el país interesado, dichos acuerdos esti-
pularÆn que el pago de impuestos, derechos o cualquier otro
gravamen no serÆ cubierto por la Comunidad.

Artículo 6

El marco financiero para la ejecución de las acciones antiminas
de la Comunidad durante el período 2002-2009, en virtud de
todos los reglamentos aplicables en el contexto del apartado 4
del artículo 2, serÆ de 240 millones de euros. De esta cantidad,
140 millones de euros se destinarÆn a acciones antiminas re-
alizadas en virtud del presente Reglamento y del Reglamento
(CE) no . . ./2001 del Consejo, de 23 de julio de 2001, relativo a
las acciones contras las minas terrestres antipersonas en terce-
ros países excepto los países en desarrollo (1).
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Los crØditos anuales serÆn autorizados por la Autoridad Presu-
puestaria dentro de los límites de las perspectivas financieras.

Artículo 7

1. La Comisión estarÆ asistida por el comitØ geogrÆfico per-
tinente.

2. En los casos en que se haga referencia al presente apar-
tado, serÆn de aplicación los artículos 4 y 7 de la Decisión
1999/468/CE, observando lo dispuesto en su artículo 8.

El plazo contemplado en el apartado 3 del artículo 4 de la
Decisión 1999/468/CE quedarÆ fijado en tres meses.

3. El ComitØ aprobarÆ su reglamento interno.

Artículo 8

1. La Comisión, recurriendo a un intercambio regular de
información, incluido el realizado in situ, facilitarÆ la coordina-
ción efectiva de la ayuda prestada por la Comunidad y por los
distintos Estados miembros a fin de aumentar la coherencia y la
complementariedad de sus programas.

2. La Comisión podrÆ buscar oportunidades de cofinanciar
la ayuda con otros proveedores de fondos, especialmente con
Estados miembros.

3. La Comisión fomentarÆ la coordinación y la cooperación
con otros donantes y participantes internacionales, en particu-
lar los que forman parte del sistema de las Naciones Unidas y
las ONG, así como otros organismos pertinentes, como por
ejemplo el Centro Internacional de Ginebra para el Desminado
con Fines Humanitarios (GICHD).

4. Se adoptarÆn las medidas necesarias para dar publicidad a
la contribución de la Comunidad.

Artículo 9

1. La Comisión se encargarÆ de evaluar, decidir y dirigir las
operaciones contempladas por el presente Reglamento de con-
formidad con los procedimientos presupuestarios y de otro
tipo en vigor y, en particular, los previstos en los artículos
116 y 118 del Reglamento financiero de 21 de diciembre de
1977, aplicable al presupuesto general de las Comunidades Eu-
ropeas (1).

2. Las decisiones de financiación por un valor que exceda de
3 millones de euros se adoptarÆn segœn el procedimiento esta-
blecido en el apartado 2 del artículo 7.

3. La Comisión informarÆ al comitØ pertinente mencionado
en el apartado 1 del artículo 7 de cualquier decisión de finan-
ciación por valor de menos de 3 millones de euros. Se infor-
marÆ sobre este particular al menos una semana antes de la
adopción de la decisión de financiación.

4. La Comisión podrÆ decidir la modificación de las decisio-
nes de financiación adoptadas con arreglo al procedimiento
establecido en el apartado 2 del artículo 7 siempre que no
supongan modificaciones importantes ni compromisos adicio-
nales por un valor superior al 20 % del compromiso inicial.

Artículo 10

1. Los proyectos se someterÆn a una escala de prioridades y
se valorarÆn en tØrminos de pertinencia y rentabilidad del coste
y formarÆn parte del marco mÆs amplio del desarrollo o la
reconstrucción del país o región en cuestión.

2. Siempre que sea posible, se integrarÆ el proyecto en un
programa nacional contra las minas antipersonas cuya coordi-
nación corra a cargo del gobierno del país beneficiario o de la
comunidad local en cooperación con las ONG, o de una ins-
titución internacional facultada a tal efecto. Se pretende que, en
el momento oportuno, el proyecto sea asumido por el gobierno
del país beneficiario o por la comunidad local o las ONG para
incrementar de ese modo la capacidad local y la sostenibilidad
del proyecto.

Artículo 11

Todos los acuerdos de financiación o contratos celebrados con
arreglo al presente Reglamento dispondrÆn que la Comisión y
el Tribunal de Cuentas realicen verificaciones in situ conforme a
los procedimientos habituales establecidos por la Comisión en
virtud de las normas en vigor, en particular las del Reglamento
financiero.

Por otra parte, la Comisión podrÆ realizar controles e inspec-
ciones sobre el terreno de conformidad con el Reglamento
(Euratom, CE) no 2185/96 del Consejo (2). Las medidas adop-
tadas por la Comisión dispondrÆn una adecuada protección de
los intereses financieros de la Comunidad de conformidad con
el Reglamento (CE, Euratom) no 2988/95 del Consejo (3).
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Artículo 12

Para facilitar la coordinación y programación plurianuales de la
acción antiminas se presentarÆ periódicamente a una reunión
conjunta de los comitØs pertinentes mencionados en el apar-
tado 1 del artículo 7 un documento de estrategia sobre minas
terrestres antipersonas que incluya orientaciones y prioridades
horizontales de las acciones antiminas de la Comunidad con
etapas para su cumplimiento, a efectos de referencia, para su
examen de conformidad con los procedimientos establecidos en
el apartado 2 del artículo 7. El documento de estrategia sobre
minas terrestres antipersonas abarcarÆ asuntos tales como el
programa indicativo plurianual, y se referirÆ a los programas
de acción antiminas existentes en los niveles nacional y regio-
nal, a las contribuciones de otros donantes, incluidos los Esta-
dos miembros, y a las acciones antiminas de la Comunidad
financiadas con cargo a otras líneas presupuestarias. El docu-
mento de estrategia sobre minas terrestres antipersonas se
transmitirÆ tambiØn para información al Parlamento Europeo.

Artículo 13

1. La Comisión procederÆ a evaluar periódicamente las ope-
raciones financiadas por la Comunidad con objeto de determi-
nar si se han cumplido los objetivos de las operaciones y
facilitar orientaciones para mejorar la eficacia de operaciones
futuras.

2. La Comisión, en su informe anual al Parlamento Europeo
y al Consejo sobre la cooperación comunitaria al desarrollo,
presentarÆ información sobre la evolución de todas las opera-
ciones comunitarias, así como sobre los resultados de las eva-
luaciones realizadas. En el informe se especificarÆ quØ acciones
se han ejecutado y se indicarÆn las cantidades respectivas pro-
cedentes de las diferentes líneas presupuestarias.

Artículo 14

Cada tres aæos desde la entrada en vigor del presente Regla-
mento, la Comisión presentarÆ al Parlamento Europeo y al
Consejo una evaluación global de todas las acciones comuni-
tarias antiminas, junto con sugerencias sobre el futuro del pre-
sente Reglamento y, en caso necesario, propuestas de modifi-
cación del mismo.

Artículo 15

El presente Reglamento entrarÆ en vigor el día de su publica-
ción en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

TendrÆ validez hasta el 31 de diciembre de 2009.

El presente Reglamento serÆ obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado
miembro.

Hecho en . . .

Por el Parlamento Europeo

La Presidenta

Por el Consejo

El Presidente
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL CONSEJO

I. INTRODUCCIÓN

1. El 11 de abril de 2000, la Comisión remitió al Consejo una propuesta de Reglamento del Parla-
mento Europeo y del Consejo relativo a la acción contra las minas terrestres antipersonas
[COM(2000) 111 final de 14 de marzo de 2000]. Dicha propuesta estaba basada en el artículo
179 del Tratado. Presenta el Æmbito de aplicación y los objetivos de la acción de la Comunidad
Europea en materia de minas a nivel mundial y establece los procedimientos de adopción de
decisiones (incluidas las relativas a acciones de emergencia) basÆndose en una línea presupuestaria
horizontal (B7-661) creada por el Parlamento Europeo en 1996.

2. El Parlamento Europeo adoptó en primera lectura su dictamen sobre la propuesta basada en el
artículo 179 en la sesión plenaria del 25 de octubre de 2000.

3. En su reunión del 10 de noviembre de 2000, el Consejo llegó a la conclusión de que el Æmbito de
aplicación geogrÆfico y los objetivos de la propuesta de la Comisión superaban la base jurídica del
artículo 179 del Tratado. Decidió que la propuesta debería dividirse en dos reglamentos, uno basado
en el artículo 179, para países en desarrollo, y el otro basado en el artículo 308, para terceros países
excepto los países en desarrollo.

4. Por consiguiente, el 22 de diciembre de 2000 la Comisión presentó una propuesta modificada
[COM(2000) 880 final] de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo basado en el artículo
179 que abarca los países en desarrollo [2000/0062/A (COD)] y de Reglamento del Consejo basado
en el artículo 308 que abarca los terceros países excepto los países en desarrollo [2000/0062/B
(CNS)]. En esta propuesta modificada, la Comisión aceptó diecinueve enmiendas del Parlamento
Europeo en primera lectura.

5. El 4 de abril de 2001, el ComitØ de Representantes Permanentes (COREPER) llegó a un acuerdo de
principio sobre un proyecto de Posición comœn que tiene en cuenta el dictamen del Parlamento
Europeo y la propuesta modificada de la Comisión de Reglamento del Parlamento Europeo y del
Consejo basado en el artículo 179 del Tratado.

6. El 31 de mayo de 2001, el Consejo adoptó su Posición comœn con arreglo al artículo 251 del
Tratado.

II. OBJETIVO DE LA PROPUESTA

El objetivo de la presente propuesta es reforzar las acciones de la Comunidad contra las minas en
respuesta a las obligaciones internacionales previstas en la Convención de Ottawa, por una parte, y al
mismo tiempo fortalecer la consistencia y la eficacia de dichas acciones como obligación internacional
de la Comunidad.

III. AN`LISIS DE LA POSICIÓN COMÚN

1. Observaciones generales

1.1. Si bien el Consejo siguió ampliamente el planteamiento y los objetivos de la propuesta de la
Comisión y apoyó varias enmiendas propuestas por el Parlamento, consideró necesario intro-
ducir una serie de modificaciones tanto de fondo como de forma en algunos artículos del
Reglamento propuesto.

Al elaborar la Posición comœn, el Consejo intentó respetar los principios y directrices siguientes:

� dar mayor precisión a la redacción del Reglamento y, por consiguiente, mejorar la claridad
jurídica del texto (de acuerdo con el Acuerdo interinstitucional de 22 de diciembre de 1998,
relativo a las directrices comunes sobre la calidad de la redacción de la legislación comu-
nitaria) (1),
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� clarificar el Æmbito de aplicación de algunas disposiciones, en particular las relativas a la
destrucción de reservas acumuladas [letra e) del apartado 2 del artículo 2] y las acciones de
emergencia (supresión del artículo 9 y de las respectivas partes de los demÆs artículos de la
propuesta de la Comisión),

� modificar propuestas de procedimiento o administrativas que no estaban en sintonía con las
fórmulas habituales (artículo 7 sobre el procedimiento de comitología).

1.2. En su Posición comœn, el Consejo aprobó el fondo y la forma de la propuesta de la Comisión,
con las excepciones mencionadas en el punto 2.2 siguiente (comentarios particulares).

2. Comentarios particulares

2.1. Base jurídica

En relación con el Æmbito de aplicación geogrÆfico, el objetivo y el contenido de la propuesta, el
Consejo considera adecuada la base jurídica presentada por la Comisión, es decir, el artículo 179
del Tratado.

2.2. Modificaciones introducidas por el Consejo en la propuesta de la Comisión

2.2.1. Objetivos de las actividades (apartado 2 del artículo 2)

El Æmbito de la aplicación de las actividades propuestas por la Comisión en este apartado debe
redactarse de nuevo para tener en cuenta los objetivos en el Æmbito de la Comunidad de la
cooperación al desarrollo.

2.2.2. Marco financiero (artículo 6)

Con arreglo al Acuerdo interinstitucional, de 6 de mayo de 1999, entre el Parlamento Europeo,
el Consejo y la Comisión (1) relativo a la incorporación de disposiciones financieras en los actos
legislativos, dichos actos deben incluir una disposición por la que la autoridad legislativa
establece el marco financiero de los programas plurianuales adoptados con arreglo al procedi-
miento de codecisión. Teniendo en cuenta, en este caso, el programa de ocho aæos, el marco
financiero para la puesta en prÆctica de todos los reglamentos aplicables a la acción comunitaria
contra las minas se ha establecido en 240 millones de euros. AdemÆs de dicho importe, se
dispone de 140 millones de euros para las acciones contra las minas con arreglo al presente
Reglamento y al Reglamento del Consejo que se base en el artículo 308, relativo a la acción
contra las minas terrestres antipersonas en terceros países excepto los países en desarrollo. Por
consiguiente, se ha insertado un considerando (18) (para sustituir el considerando 14 de la
propuesta de la Comisión).

2.2.3. Informe (apartado 2 del artículo 13)

La Declaración comœn del Consejo y de la Comisión sobre la política de desarrollo de la
Comunidad Europea (2) establece la presentación un informe anual sobre la política de desarrollo
de la Comunidad que contenga una evaluación de la puesta en prÆctica de la política de
desarrollo en general. De acuerdo con dicha Declaración, en dicho informe anual se informarÆ
al Parlamento Europeo y al Consejo de los avances en todas las acciones contra las minas.

2.2.4. Duración (artículo 15)

El Consejo acordó limitar la duración del presente Reglamento hasta el 31 de diciembre de
2009, lo que corresponde a la duración de la Convención de Ottawa.
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(1) DO C 172 de 18.6.1999, p. 1.
(2) Adoptada por el Consejo de Desarrollo el 10 de noviembre de 2000 (doc. 13458/2000).



2.3. Enmiendas del Parlamento Europeo

El pleno del Parlamento Europeo adoptó treinta enmiendas a la propuesta de la Comisión.

2.3.1. Enmiendas del Parlamento adoptadas por el Consejo

De las citadas treinta enmiendas, el Consejo pudo aceptar diez por completo [enmiendas 1, 4, 6,
7, 12, 13, 20, 24, 27 y 28) y ocho parcialmente o en sustancia (enmiendas 2, 3, 9 y 10 (suprimir
el importe de referencia financiera y reintroducir en su lugar un nuevo considerando 18 sobre el
marco financiero), 15, 21, 23 (respecto del procedimiento de comitología del artículo 7 y 30].

2.3.2. Enmiendas del Parlamento no adoptadas por el Consejo

Respecto de los considerandos, no se aceptaron:

� las enmiendas 4, 5 y 14 (relativas a la destrucción de reservas acumuladas),

� la enmienda 8 (comitología).

En relación con los artículos del Reglamento, no se aceptaron:

� la enmienda 11 (petición de ampliar las actividades a los Estados que no son Parte de la
Convención de Ottawa en casos excepcionales),

� la enmienda 16 (limitar las acciones contra las minas que se han de financiar œnicamente a
cargo de una sola línea presupuestaria, con excepción de investigación y de ECHO, no
permite suficiente flexibilidad),

� la enmienda 17 (crear una unidad central para las acciones contra las minas en el seno de la
Comisión),

� la enmienda 18 (la Comisión harÆ todo lo posible para fomentar que los Estados se adhieran
a la Convención de Ottawa),

� la enmienda 19 (rechazar la supresión de la disposición sobre participación en licitaciones
pœblicas, que es una fórmula habitual),

� las enmiendas 22, 23 y 25 (procedimiento de comitología, vØase el anterior punto 1.1 y la
posición del Consejo sobre el procedimiento de gestión en lugar del procedimiento consul-
tivo),

� la enmienda 26 (procedimiento de emergencia suprimido al no haberse establecido su
necesidad concreta),

� la enmienda 29 (el documento estratØgico sobre minas antipersonas se presentarÆ al comitØ
pertinente para su estudio en lugar de sólo a título informativo).

IV. CONCLUSIONES

El Consejo considera que su Posición comœn supone un texto equilibrado que garantiza los objetivos
enunciados anteriormente. Las actividades que se financiarÆn con arreglo al presente Reglamento se
limitarÆn a los países en desarrollo y tendrÆn en cuenta los objetivos de la Comunidad en el Æmbito de
la cooperación al desarrollo. Permite tratar el problema de las minas antipersonas a travØs de un
planteamiento comunitario global y facilitar la coordinación de la acción plurianual contra las minas
y su programación mediante el documento estratØgico sobre minas antipersonales, incluidas directrices
y prioridades horizontales.

ESC 213/8 Diario Oficial de las Comunidades Europeas 31.7.2001


